PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que, por intermedio del Ministerio de la Producción, y en relación al actual funcionamiento del Ente Administrador del Puerto de Villa Constitución, informe: 

a) ¿Cuál es el sustento legal de las decisiones que viene tomando el Ente Administrador del Puerto de Villa Constitución, teniendo en cuenta el quórum que establece el artículo 15 del Estatuto Orgánico de los Entes Administradores de los Puertos de Reconquista y Villa Constitución, que figura como anexo de la Ley 11229?

b) ¿Por qué se tomó la decisión de trasladar la sede del Ente Administrador desde su sitio natural (el puerto) a la zona céntrica de la ciudad, teniendo en cuenta lo establecido por el artículo mencionado en el ítem anterior?

c) Si fue el Ente Administrador o la Empresa Concesionaria quien asumió los costos de la contratación del servicio de catering realizado para la reinauguración de la Unidad III del puerto en el restaurante propiedad de la hija del  Sr. Camiletti, presidente del Ente. 

d) De haber sido el Ente Administrador quien asumió los costos, ¿cuál fue el proceso de adjudicación a través del cual se otorgó la contratación del servicio mencionado anteriormente?

e) Si se tiene conocimiento de las rebajas en los cánones. De ser así, conocer si las mismas se resolvieron dentro del marco institucional pertinente.

f) Si se llevó adelante la condonación de la deuda que mantiene la Empresa Sepor con el Ente, ante la falta de aprobación por parte de la Nación del convenio de prórroga del contrato donde se establecía la caducidad de la misma.

g) ¿Cuáles son las condiciones laborales (seguros, aportes previsionales, obra social, etc.) de los empleados a cargo de las empresas contratistas y subcontratistas que desempeñan tareas en el puerto?

Sr. Presidente:


La presentación de esta iniciativa es un capítulo más en la historia de las irregularidades que se vienen planteando dentro de la Administración del Ente Portuario de la ciudad de Villa Constitución.



El 22 de abril del corriente año, desde el Bloque del ARI, se presentó un proyecto (Expte. 14567) a través del cual se intentaba poner luz a los motivos reales por los cuales se había removido de su cargo al representante de la Municipalidad de Villa Constitución ante el Ente.



Por su parte, y en consonancia con el pedido anterior, el 1 de junio de 2005 se solicitaba a través del Expte. 14819, la urgente e inmediata intervención del órgano administrador con el fundamento de que el mismo seguía en funciones siendo que adolecía (y sigue adoleciendo) de acefalía parcial. Entre los fundamentos se mencionaba lo siguiente: “La actual conducción del Ente Portuario rompe con el espíritu que dio origen a la conformación de los entes en nuestra provincia que implica una participación institucional, aún en el disenso, democrática y pluralista. La toma de decisiones unilaterales e inconsultas y opiniones desoídas atentan contra el principio que dio origen a esta institución. 



Indudablemente este tipo de irregularidades junto con una clara ausencia de política portuaria han llevado a una merma considerable en las exportaciones de granos y aceites del puerto de Villa Constitución. Los datos que surgen de la Secretaria de Agricultura, Ganadería y Recursos Naturales de la Provincia son contundentes: del total de las 40.495.040 toneladas exportadas por todos los puertos santafesinos, sólo 40.461 toneladas (el uno por mil) correspondieron al puerto villense en el año 2004.”


Lamentablemente lo mencionado en los párrafos precedentes sigue ocurriendo, con las consiguientes suspicacias que este tipo de funcionamiento conlleva. La presentación de este pedido de informes pretende dilucidarlas. 



A partir de la decisión que tomara el Centro Comercial, Industrial y de la Producción de la ciudad de Villa Constitución en el mes de mayo del corriente año de retirar a su representante ante el Ente Administrador portuario hasta tanto se promoviera la participación de directores verdaderamente identificados con los diferentes sectores, se les garantizara el respeto por las instituciones representadas y se acordara que toda decisión sería debatida y consensuada en el seno del Concejo Directivo; el organismo administrador, a nuestro criterio, ha seguido funcionando y tomando decisiones sin respetar el quórum que establece el artículo 15 del Estatuto Orgánico de los Entes Administradores de los Puertos de Reconquista y Villa Constitución. 



Esto constituye un problema de extrema gravedad no sólo porque al haber quedado el órgano administrador sin poder resolutivo sigue tomando decisiones, sino porque también todas las resoluciones que se han tomado desde ese momento y hasta la actualidad serían nulas de nulidad absoluta.



No podemos dejar de advertir que de no tomarse medidas correctivas urgentes que recompongan el régimen de mayoría dentro del Ente, todos los contratos que se suscriban generarán potenciales conflictos con los terceros que, de buena fe, confíen en la representación del presidente. Es indudable que cuanto mayor sea el tiempo transcurrido, mayor también será la cantidad de actos jurídicos que deban declararse nulos, con los consiguientes daños para todos los involucrados.



Dentro de las decisiones que podrían considerarse irregulares tomadas por parte del Ente podemos mencionar la disposición de trasladar su sede desde su sitio natural, que sería el puerto, a la zona céntrica villense. Ello implica la imposibilidad de todo control físico tanto del tráfico como de las mercaderías, debiendo los empleados del ente limitarse al mero control de papeles sin poder cotejar los datos con la realidad. Siendo que ahora el Directorio del Ente ha quedado reducido a sólo dos integrantes (porque la incorporación de un tercero con el voto de solamente dos miembros, también es nula) resulta imposible técnicamente que pueda modificarse la cláusula contractual que obligaba a la permisionaria a respetar los ámbitos físicos (la sede y el predio) del Ente Administrador. 



Por otro lado se conoció a través de los medios periodísticos la reinauguración de la Unidad III del puerto, lo cual implicó la contratación de una empresa que llevara adelante el servicio de catering. Consideramos importante conocer quién asumió los costos de dicho servicio, ya que, si esto lo hizo el Ente es necesario saber cuál fue su proceso de adjudicación. Las versiones indican que el servicio fue suministrado por el restaurante que es propiedad de la hija del presidente del Ente, lo cual representaría un ejemplo más de la connivencia con la que se maneja la administración, más allá de las suspicacias que un contrato de esta índole implican. 



Según se desprende de la nota que se adjunta enviada por el Centro Comercial, Industrial y de la Producción de Villa Constitución al Ministro de la Producción (del 01/06/05) se produjo una rebaja en los cánones y se condonaron deudas, por la sola decisión del Sr. Presidente, en contradicción a una resolución del directorio y sometiéndolo ad-referéndum con la presencia y el voto de un solo director. Es por esto que solicitamos se clarifique esta cuestión, ya que, de confirmarse representaría un acto embestido de nulidad absoluta.



Cabe recordar que el origen de las diferencias entre los integrantes del Consejo Directivo del Ente Portuario deviene del intento de la empresa Servicios Portuarios de acordar una prórroga del contrato a cambio del dragado del acceso al puerto, lo que representa uno de los principales motivos de su inactividad. Pero al respecto, esta cámara aprobó el 23 de junio de 2005 un proyecto de comunicación a través del cual se solicitaba al Poder Ejecutivo que dispusiera la realización de todas las acciones tendientes a concretar la realización de ese dragado. 

 

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

